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La Sala Segunda de Revisión de la Corte Constitucional, en ejercicio de sus 

competencias constitucionales y legales, previstas en los artículos 86 y 241.9 de 

la Constitución y 7.° del Decreto 2591 de 1991, profiere el presente auto con 

fundamento en los siguientes: 

 

Aclaración previa 

 

De conformidad con el artículo 62 del Acuerdo 02 de 201523, los datos 

personales de quienes accionan serán anonimizados para salvaguardar su 

derecho a la intimidad. Los 30 expedientes acumulados aluden de forma central 

a datos sensibles asociados a la historia clínica de quienes formulan las 

                                                 
1 Los 30 expedientes de tutela acumulados son los siguientes: (1) T-10.641.262, (2) T-10.771.082, (3) T-

10.773.946, (4) T-10.773.996, (5) T-10.774.002, (6) T-10.781.205, (7) T-10.781.215, (8) T-10.781.400, (9) T-

10.785.672, (10) T-10.785.910, (11) T-10.787.792, (12) T-10.791.762, (13) T-10.790.526, (14) T-10.787.409, 

(15) T-10.796.422, (16) T-10.796.578, (17) T- 10.796.598, (18) T-10.800.631, (19) T-10.800.758, (20) T-

10.800.834, (21) T-10.803.623, (22) T-10.803.921, (23) T- 10.810.117, (24) T-10.810.192, (25) T-10.811.379, 

(26) T-10.811.650, (27) T-10.811.732, (28) T-10.814.534, (29) T- 10.820.873 y (30) T-10.821.146.  
2 De acuerdo con el artículo transitorio del Acuerdo 01 de 2025 “Por medio del cual se unifica y actualiza el 

Reglamento de la Corte Constitucional”, “Las disposiciones sobre términos dispuestas en esta reforma se 

aplicarán respecto de los procesos radicados en la Corte a partir de su entrada en vigencia. Los asuntos cuyo 

trámite haya iniciado en vigencia del Acuerdo 02 de 2015 seguirán hasta su culminación bajo dicha regulación”.  
3 Acuerdo 02 de 2015 de la Corte Constitucional, por medio del cual se unifica y actualiza el Reglamento de la 

Corte Constitucional. 



2 

 

acciones. En consecuencia, se registrarán dos versiones de esta providencia: 

una, con los datos reales de las partes y los lugares en donde ocurrieron los 

hechos para su trámite formal y, otra, con nombres ficticios. Solo esta última 

versión podrá publicarse, mientras que la primera permanecerá reservada. 

Adicionalmente, dado que la situación de la mayoría de los accionantes no 

concierne directamente a todas las autoridades que serán oficiadas en esta 

providencia, se ordenará la reserva de la información y, por lo tanto, el deber de 

estas de guardar la confidencialidad incluso con posterioridad a la finalización 

del trámite judicial. También se dispondrá el manejo separado de los 

expedientes por parte de la Secretaría General de esta Corporación, con el fin 

de asegurar el derecho a la intimidad de cada uno de los accionantes. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. Hechos, pretensiones y otros elementos de las acciones de tutela 

 

1. Aproximación general a las acciones de tutela. El despacho asumió el 

conocimiento de 30 expedientes acumulados que versan sobre la presunta falta 

de suministro oportuno de medicamentos en el sistema de seguridad social en 

salud. A continuación, se presentarán sus antecedentes en forma general y se 

destacarán los aspectos más relevantes de los asuntos que correspondan, para 

efectos de contextualizar el debate constitucional en curso y las decisiones que 

se adoptan en esta providencia. 

 

2. Hechos. Los solicitantes4 de amparo informaron que, como parte del 

tratamiento para su condición de salud, el médico tratante les prescribió ciertos 

medicamentos. En algunos casos, la orden médica requería entregas recurrentes 

y periódicas de dichos medicamentos, mientras que en otros se trataba de una 

única formulación5. Una vez los accionantes gestionaron el suministro de los 

medicamentos ante el proveedor farmacéutico dispuesto en cada caso por las 

EPS accionadas, los dispensadores señalaron que no contaban con los fármacos 

requeridos, debido a (a) desabastecimiento, (b) falta de disponibilidad en el 

punto de distribución, o (c) por variaciones en su presentación. Como resultado, 

en varios casos la entrega de medicamentos quedó pendiente y, en otros, fue 

finalmente negada. Para el momento en el que interpusieron la acción de tutela, 

ninguno de los actores había recibido la medicina prescrita, lo que ocasionó la 

interrupción de sus tratamientos. 

 

3. Algunos de los accionantes advirtieron sobre la existencia de múltiples 

acciones de tutela relacionadas con el suministro de medicamentos como los 

que aquí se reclaman, aunque derivadas de prescripciones médicas anteriores a 

las que fundamentan las presentes solicitudes de amparo. Señalaron, además, 

que la EPS correspondiente solo proporciona el medicamento una vez es 

notificada de los autos admisorios en cada trámite de tutela. 

 

                                                 
4 Las acciones aquí analizadas, se interpusieron, en algunos casos, en nombre propio y en otros, a través de 

agente oficioso o representante legal. 
5Aparentemente era el caso del expediente (6) T-10.781.205 en el que la prescripción médica obedeció a un 

tratamiento posoperatorio.  
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4. Pretensiones. Los accionantes acudieron al juez de tutela con el fin de que 

se ordenara la entrega inmediata de los medicamentos (en un caso en el 

domicilio del paciente6), y para que se asegurara su suministro sucesivo bajo las 

condiciones previstas por el médico tratante y por el periodo en que este lo 

determinara. También, pidieron canales de comunicación efectiva con las EPS 

e IPS, que les permitieran identificar el punto de dispensación, la fecha cierta 

de entrega de los fármacos y la persona encargada de su suministro, para 

asegurar su entrega continua. Adicionalmente, requirieron la previsión de 

alternativas como la reformulación oportuna ante el desabastecimiento de 

ciertos medicamentos, al ser esta una condición para la realización sucesiva y 

continua del servicio, en el caso de quimioterapias7. 

 

5. Frente a uno de los medicamentos solicitados para la atención de la 

epilepsia, el accionante requirió el suministro del fármaco “Neviot” según la 

recomendación de su médico tratante8, pese a que este producto no ha sido 

autorizado por el Invima (Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y 

Alimentos) para esa patología.  

 

6. En 15 de los asuntos analizados, adicionalmente, se solicitó el tratamiento 

integral9, con la finalidad de asegurar la entrega sucesiva y oportuna de los 

medicamentos, así como la garantía de la práctica de otros servicios médicos 

relacionados con el tratamiento. También se solicitó la realización efectiva de 

consultas médicas y, en un caso particular, la asignación de un cuidador 

permanente10.  

 

7. Solicitud de medida provisional durante el trámite de instancia. En cuatro 

de los 30 expedientes, los accionantes solicitaron en el escrito de tutela medidas 

provisionales, con fundamento en la urgencia del suministro de los 

medicamentos11. En particular, requirieron que se ordenara la entrega inmediata 

y sucesiva de aquellos. Solo en uno de esos cuatro asuntos la medida provisional 

fue concedida por los jueces de instancia.  

 

2. Actuaciones en sede de instancia 
 

8. En esta oportunidad se revisan los fallos de primera y segunda instancia, 

proferidos por los distintos funcionarios judiciales que asumieron su 

conocimiento. En 18 expedientes se ordenó la entrega inmediata del 

medicamento, en ocho hubo un amparo parcial y en cuatro se negó o declaró 

improcedente la acción, como se refleja en la siguiente tabla:  

                                                 
6 Expediente (1) T-10.641.262.  
7 Expediente (30) T-10.821.146.  
8 Expediente (14) T-10.787.409. 
9 Expedientes (2) T-10.771.082, (4) T-10.773.996, (5) T-10.774.002, (6) T-10.781.205, (8) T-10.781.400, (9) 

T-10.785.672, (13) T-10.790.526, (14) T-10.787.409, (15) T-10.796.422, (18) T-10.800.631, (19) T-

10.800.758, (23) T-10.810.117, (24) T-10.810.192, (26) T-10.811.650, y (27) T-10.811.732. 
10 Expediente (14) T-10.787.409.  
11 Expedientes (1) T-10.641.262, (4) T-10.773.996, (7) T-10.781.215 y (27) T-10.811.732. La medida 

provisional de concedió solo en el expediente (7) T-10.781.215. La accionante del expediente (1) T-10.641.262 

reiteró la solicitud de esta medida provisional como se expondrá más adelante.  
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Tabla 1. Decisiones de instancia 

Expediente 
Sentencia 

Primera instancia Segunda instancia12 

(1) T-10.641.262 
Concede. Ordena que se entregue el 

medicamento en el término de las 48 horas.  
Decisión no impugnada 

(2) T-10.771.082 

Concede parcialmente. Declara hecho 

superado respecto de dos medicamentos 

entregados. Además, concede en el sentido de 

ordenar a las EPS e IPS que “adelanten las 

gestiones administrativas” para asegurar la 

entrega inmediata del medicamento pendiente. 

También concede el tratamiento integral. 

Decisión no impugnada 

(3) T-10.773.946 

Concede. Ordena la entrega del medicamento 

en un término de 48 horas y la materialización 

de terapias por neuropsicología. Además, 

dispone el tratamiento integral. Desvincula a 

Colsubsidio y a las demás IPS. 

Decisión no impugnada 

(4) T-10.773.996 

Concede. Ordena la entrega de los 

medicamentos en el término de 48 horas, como 

las consultas pendientes. Ordena entregar un 

informe de cumplimiento. No accede la 

solicitud de tratamiento integral. 

Decisión no impugnada 

(5) T-10.774.002 

Concede. Ordena la entrega de los 

medicamentos en 48 horas, y niega el 

tratamiento integral. 

Decisión no impugnada 

(6) T-10.781.205 

Concede. Ordena la entrega del medicamento 

en el término de 48 horas y el tratamiento 

integral. Además, dispone la desvinculación 

de la ADRES. 

Decisión no impugnada 

(7) T-10.781.215 

Concede. Ordena la entrega del medicamento 

durante todo el tiempo previsto por el médico 

tratante (3 meses). No obstante, no accede al 

tratamiento integral. Además, desvincula a las 

personas involucradas, excepto a la EPS 

condenada. 

Decisión no impugnada 

(8) T-10.781.400 

Concede. Ordena la entrega de los 

medicamentos en 48 horas, para que sean 

inyectados por la IPS destinada para ese 

efecto. Además, concedió el tratamiento 

integral.  

Confirma íntegramente. Al resolver 

la impugnación de la EPS respecto de 

la orden de tratamiento integral y de la 

solicitud de exoneración de la 

responsabilidad de la EPS en el asunto. 

(9) T-10.785.672 

Concede parcialmente. Ordena la entrega de 

los medicamentos pendientes. Respecto de los 

que fueron entregados durante el trámite de 

tutela, así como de la programación de 

consultas, declara carencia actual de objeto por 

hecho superado.  

Decisión no impugnada 

(10) T-10.785.910 

Niega. Advirtió carencia actual de objeto por 

hecho superado. Así mismo negó la solicitud 

de tratamiento integral.  

Decisión no impugnada 

(11) T-10.787.792 
Declara improcedente. Esto, por carencia 

actual de objeto por hecho superado.  
Decisión no impugnada 

(12) T-10.791.762 

Concede. Otorgó a la EPS 48 horas para la 

entrega del medicamento a través de 

cualquiera de las IPS de su red de prestadores. 

Además, desvinculó a AUDIFARMA.  

Decisión no impugnada 

(13) T-10.790.526 

Concede parcialmente. Ordena a la EPS la 

entrega del medicamento en el término de 48 

horas mediante AUDIFARMA u otra IPS, sin 

lugar a copago o cuota moderadora. Negó la 

atención integral. 

Decisión no impugnada 

(14) T-10.787.409 Concede parcialmente. Otorgó a la EPS 48 Modificó la sentencia impugnada. 

                                                 
12 Solo en cinco de los 30 expedientes que se revisan la decisión de primera instancia fue impugnada. Se trata 

de los expedientes: (8) T-10.781.400, (14) T-10.787.409, (15) T-10.796.422, (17) T-10.796.598 y (23) T-

10.810.117. 
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Expediente 
Sentencia 

Primera instancia Segunda instancia12 

horas para garantizar la entrega ininterrumpida 

de los medicamentos. En caso de 

desabastecimiento, deberá agendar cita médica 

para efectuar estudio de bioequivalencia. Negó 

el servicio de cuidador permanente y el 

tratamiento integral.  

Ordenó a la EPS la entrega 

ininterrumpida de los medicamentos, 

para lo cual, de ser necesario deberá 

solicitarlos al Invima. En caso de 

desabastecimiento, hará el estudio de 

bioequivalencia. Además, determinará 

la pertinencia de un insumo y del 

servicio de cuidador, y proveerá 

tratamiento integral.  

(15) T-10.796.422 

Concede. Ordenó a la EPS e IPS el suministro 

del medicamento y el tratamiento integral.  
Modificó parcialmente la sentencia 

impugnada. Ordenó a la EPS la 

entrega efectiva del medicamento en 48 

horas a través de cualquiera de las 

instituciones de su red de prestadores. 

Confirma en lo demás. 

(16) T-10.796.578 

Concede. Ordenó a la EPS y Discolmets 

S.A.S. que, en 48 horas, entreguen los 

medicamentos.  

Decisión no impugnada 

(17) T-10.796.598 

Concede. Ordena la entrega del medicamento 

y el tratamiento integral.  
Modificó parcialmente la sentencia 

impugnada. Ordena a la EPS que en el 

término de 48 horas garantice el 

suministro mensual del medicamento y 

el tratamiento integral.  

(18) T-10.800.631 

Niega. Declaró la carencia actual de objeto por 

hecho superado frente a la entrega del 

medicamento y negó el tratamiento integral, 

pues una negativa en la entrega de un 

medicamento no lo sustenta. 

Decisión no impugnada 

(19) T-10.800.758 

Concede parcialmente. Declaró el hecho 

superado frente a la entrega de los 

medicamentos, concedió el tratamiento 

integral y se abstuvo de pronunciarse sobre la 

facultad de recobro.  

Decisión no impugnada 

(20) T-10.800.834 

Concede. Otorgó a la EPS 48 horas para el 

suministro del medicamento y para presentar 

un informe al respecto. Además, desvinculó a 

Cafam, Secretaría Distrital de Salud, 

Administradora de los Recursos del Sistema 

General de Seguridad Social en Salud (Adres) 

y Bienestar IPS. 

Decisión no impugnada 

(21) T-10.803.623 

Concede. Ordenó a la EPS que en el término 

de 48 horas garantice la entrega del 

medicamento reformulado e informe del 

cumplimiento del fallo.  

Decisión no impugnada 

(22) T-10.803.921 

Niega. Declaró hecho superado, pero ordenó a 

las accionadas no incurrir de nuevo en la 

omisión que originó la tutela.  

Decisión no impugnada 

(23) T-10.810.117 

Concede parcialmente. Ordenó a la EPS e 

IPS que en 48 horas suministren los 

medicamentos, pero negó el tratamiento 

integral.  

Modificó parcialmente la sentencia 

impugnada. Dirigió las órdenes en 

exclusiva a la EPS y concedió 

tratamiento integral. Además, absolvió 

a la IPS.  

(24) T-10.810.192 
Concede. Ordenó a la EPS la entrega de los 

medicamentos y el tratamiento integral.  
Decisión no impugnada 

(25) T-10.811.379 
Concede. Ordenó a la EPS entregar a la actora 

los medicamentos prescritos. 
Decisión no impugnada 

(26) T-10.811.650 

Concede parcialmente. Ordenó a la EPS 

entregar el medicamento y negó la solicitud de 

tratamiento integral. 

Decisión no impugnada 

(27) T-10.811.732 

Concede parcialmente. Ordenó a la EPS la 

entrega del medicamento y desvinculó al 

Ministerio de Salud y a Cafam. Advirtió que el 

tratamiento integral no era procedente. 

Decisión no impugnada 

(28) T-10.814.534 
Concede. Levantó la medida provisional y 

ordenó a la EPS la entrega del medicamento. 
Decisión no impugnada 

(29) T-10.820.873 Concede. Ordenó cita con el especialista Decisión no impugnada 
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Expediente 
Sentencia 

Primera instancia Segunda instancia12 

tratante para determinar una alternativa 

terapéutica.  

(30) T-10.821.146 

Concede. Ordenó a la EPS autorizar y agendar 

de manera continua y sin interrupción los 

ciclos 3 y 4 de quimioterapia a favor del actor.  

Decisión no impugnada 

 

3. Actuaciones en sede de revisión 

 

9. Primer auto de pruebas. Mediante Auto del 17 de marzo de 2025, el 

magistrado sustanciador vinculó a terceros con interés, resolvió una solicitud y 

decretó pruebas de oficio respecto a asuntos estructurales, elementos de juicio 

comunes a los 30 expedientes y aspectos particulares de algunos de ellos. Esto, 

con tres objetivos: (a) recaudar información en relación con cada uno de los 

expedientes, ante vacíos advertidos en los mismos; (b) identificar si la falta de 

suministro de los medicamentos persiste en la actualidad y sus efectos en cada 

uno de los casos concretos; y (c) precisar las particularidades y el alcance del 

fenómeno de desabastecimiento y la falta de disponibilidad de medicamentos 

en el país, como el rol de cada uno de los agentes del sistema para asegurar la 

garantía del derecho a la salud en relación con la cadena de abastecimiento de 

aquellos13.  

 

10. Solicitud de medida provisional durante el trámite de revisión. Por otra 

parte, el 19 de marzo de 2025, la accionante en el expediente (1) T-10.641.262 

remitió por correo electrónico una solicitud de medida provisional. Con ella se 

pretende que se ordene a la EPS Salud Total y a la Clínica Los Nogales entregar 

el medicamento Aubagio Teriflunomida 14 mg (caja de 30 tabletas), mes a mes, 

de manera eficaz, oportuna y domiciliaria.  

 

11. Para sustentar su petición, la actora en el indicado expediente refirió que 

tiene diagnóstico de “esclerosis múltiple”, que es una enfermedad huérfana, 

crónica y neurodegenerativa. Indicó que para tratar su diagnóstico el médico 

tratante le ha prescrito continuamente el medicamento Aubagio Teriflunomida 

14 mg. No obstante, dado que este fármaco no ha sido entregado de manera 

oportuna y constante por las accionadas, para su obtención ha tenido que 

interponer ocho acciones de tutela, con sus respectivas solicitudes de medidas 

provisionales, en los últimos dos años. Adicionalmente, la actora señaló que el 

médico tratante le prescribió nuevamente el medicamento el 18 de marzo de 

                                                 
13 En el Auto de pruebas del 17 de marzo de 2025, el magistrado sustanciador ordenó, entre otras disposiciones, 

al Ministerio de Salud y Protección Social, al Invima, a la Comisión Nacional de Precios de Medicamentos y 

Dispositivos Médicos, y a la Cuenta de Alto Costo, responder un cuestionario relacionado con el diseño, la 

implementación y el seguimiento de lineamientos y programas vinculados con el tema objeto de revisión. 

Asimismo, se requirió a las Entidades Promotoras de Salud (EPS), Instituciones Prestadoras de Salud (IPS), 

asociaciones del sector y al gremio farmacéutico, responder una serie de preguntas específicas sobre el asunto 

en estudio. Adicionalmente, se ordenó a la Delegada para el Derecho a la Salud y la Seguridad Social de la 

Defensoría del Pueblo, a la Delegada para la Salud, la Protección Social y el Trabajo Decente de la Procuraduría 

General de la Nación, y a la Superintendencia Nacional de Salud, remitir información a esta Corporación sobre 

los siguientes aspectos: (i) el fenómeno de desabastecimiento o falta de suministro oportuno de medicamentos; 

(ii) el estado de las actuaciones y diligencias adelantadas, así como los avances, resultados del seguimiento y 

compromisos institucionales asumidos; y (iii) el inicio de procesos de vigilancia o monitoreo frente a alguna de 

las EPS o IPS accionadas por la falta o entrega tardía de medicamentos, el estado actual de dichos procesos, sus 

hallazgos y resultados, y, en caso de haberse impuesto sanciones, especificar cuáles fueron. 
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2025 por 90 días, debiendo ser entregado el 24 de marzo siguiente, y aportó la 

orden médica correspondiente14.  

 

 

12. La solicitante de la medida destacó que no solo debe sufrir los efectos de la 

enfermedad, sino que la omisión de las accionadas la lleva a desplegar trámites 

judiciales y administrativos continuos, pues “solamente reaccionan a [sus] 

pretensiones cuando media una autoridad judicial que se los ordena” y, luego 

de ello, le hacen la inmediata entrega del fármaco. Para la defensa de sus 

derechos informó que ha interpuesto ocho tutelas.  

 

13. En relación con la presente solicitud de medidas provisionales, la accionante 

refirió que (i) el asunto cumple los criterios fácticos y jurídicos para acreditar 

un buen derecho, como lo han establecido diferentes jueces de tutela en aquellos 

ocho trámites constitucionales; y (ii) existe una grave amenaza para sus 

derechos que se prolongará hasta el momento en que la Corte Constitucional 

adopte una decisión, frente a lo cual describió: “volveré a encontrarme en la 

situación de que mi tratamiento médico esté suspendido arbitrariamente por 

parte de las accionadas y afrontando las complejas consecuencias físicas y 

emocionales que de por sí ya implica padecer esclerosis múltiple, tales como: 

fatiga, disfagia, problemas en el sueño, rigidez muscular, calambres, problemas 

de visión, episodios de ansiedad, entre otros. Además, de que se desprende el 

riesgo latente de que el proceso desmielinizante se acelere y con ello se 

presenten mayores lesiones cerebrales que aumenten los niveles de incapacidad 

motora, visual y/o sensitiva”15.  

 

14. Finalmente refirió que, a su juicio, la medida provisional que se conceda 

debe ocuparse de “la totalidad de entregas domiciliarias futuras que requier[e] 

del medicamento –al menos desde ahora y hasta el momento en que se cuente 

con sentencia definitiva– y no de manera puntual en una específica fórmula 

médica y entrega, como h[a] debido hacerlo a lo largo de las diferentes tutelas 

que [se ha] visto obligada a promover en defensa de [sus] derechos”16, para que 

pueda recibir un tratamiento continuo. 

 

15. El 25 de marzo de 2025, el despacho sustanciador contactó telefónicamente 

a la tutelante, quien refirió que para ese momento no había recibido aún el 

fármaco ni había sido contactada por las accionadas para coordinar su entrega. 

Además, precisó que solicita la entrega domiciliaria del medicamento por 

                                                 
14 Expediente (1) T- 10.641.262. Solicitud de medida provisional del 19 de marzo de 2025, p. 9. 
15 Expediente (1) T- 10.641.262. Solicitud de medida provisional del 19 de marzo de 2025, p. 5. 
16 Expediente (1) T- 10.641.262. Solicitud de medida provisional del 19 de marzo de 2025, p. 7. En esta solicitud 

informó concretamente que ha presentado las siguientes acciones de tutela: En concreto, señaló haber 

presentado las siguientes acciones de tutela: (i) Rad. 11001430300420220028900 fallada por el Juzgado 004 

Civil Municipal con Función de Ejecución de Sentencias de Bogotá; (ii) Rad. 110014088064202200117 fallada 

por el Juzgado 064 Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Bogotá; (iii) Rad. 

1101400305620230040200 fallada por el Juzgado 056 Civil Municipal de Oralidad de Bogotá; (iv) Rad. 

11001400301720240003200 fallada por el Juzgado 017 Civil Municipal de Bogotá; (v) Rad. 

11001418906920240090400 fallada por el Juzgado 069 de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de 

Bogotá; (vi) Rad. 11001418900620240133800 fallada por el Juzgado 006 de Pequeñas Causas y Competencia 

Múltiple de Bogotá; (vii) Rad. 11001418906920240184500 fallada por el Juzgado 069 de Pequeñas Causas y 

Competencias Múltiple de Bogotá; (viii) Rad. 11001400300820250004700 fallada por el Juzgado 008 Civil 

Municipal de Bogotá. 
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cuanto durante los diez años que lleva con el diagnóstico, siempre lo ha recibido 

de ese modo.  

 

 

16. El mismo 25 de marzo, la accionante remitió a través de correo electrónico 

la respuesta al cuestionario que se le ordenó responder por medio de Auto del 

17 de marzo de 2025.  

 

17. El 25 de abril de 2025, la accionante reiteró la solicitud de medidas 

provisionales. Informó que recibió una caja del medicamento el 29 de marzo de 

2025, luego de haber interrumpido su tratamiento por seis días. Sin embargo, 

refirió que pese a que caja del medicamento se termina el lunes 28 de abril de 

2025, a la fecha la EPS Salud Total no la ha contactado para asegurar la 

continuidad en la entrega del medicamento. En esa medida solicitó a la Corte 

Constitucional que “d[é] trámite expedito a la medida provisional solicitada por 

cuanto continúo enfrentando por parte de la EPS Salud Total la vulneración 

constante de mis derechos a la salud, integridad personal y vida digna”17.   

 

18. Segundo auto de pruebas. Teniendo en cuenta la información remitida por 

la accionante del expediente (1) T-10.641.262 que solicitó la medida provisional 

reseñada, así como la declaración de la accionante del expediente (8) T-

10.781.400 acerca de su traslado de EPS durante el trámite de revisión, el 

despacho sustanciador profirió un segundo Auto de pruebas el 3 de abril de 

2025. Mediante este último ordenó oficiar a cada uno de los juzgados 

referenciados en la solicitud de medida provisional y respecto de los casos de 

los cuales no se tenía conocimiento anteriormente, para que remitieran el 

vínculo de consulta de los expedientes de tutela que hubieran conocido, por 

demanda de la accionante contra la EPS Salud Total y para que los mantengan 

habilitados hasta el momento de la publicación de la sentencia que resuelva el 

presente asunto. Asimismo, ordenó vincular a la Nueva EPS por el interés que 

le asiste en el resultado del presente trámite constitucional en lo relacionado con 

el expediente (8) T-10.781.400.  

 

19. Solicitudes de ampliación del plazo para aportar las pruebas recibidas 

durante el trámite probatorio. El 26 de marzo de 2025 el Ministerio de Salud y 

de la Protección Social solicitó mediante correo electrónico ampliar el término 

de tres días, inicialmente otorgado en el Auto del 17 de marzo de 2025 para 

pronunciarse sobre los hechos y pretensiones de cada uno de los 30 expedientes 

acumulados en el presente trámite18. Al respecto señaló que aquel término 

resultaba reducido para consolidar un concepto técnico frente a los 

medicamentos en cuestión y para el análisis de cada uno de los expedientes.  

 

20. El 2 de abril de 2025, el despacho sustanciador atendió la solicitud del 

Ministerio de Salud y de la Protección Social concediéndole el plazo de tres 

días contados a partir de la comunicación de esa providencia para dar 

cumplimiento al segundo resolutivo del Auto del 17 de marzo de 2025.  

                                                 
17 Expediente (1) T- 10.641.262. Solicitud de medida provisional del 25 de abril de 2025.  
18 Este plazo se otorgó en el resolutivo segundo del Auto del 17 de marzo de 2025 en el cual se vinculó a la 

entidad al presente asunto.  
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21. El 7 de abril de 2025, el Ministerio de Salud y Protección Social y Acemi 

(Asociación Colombiana de Empresas de Medicina Integral) remitieron, de 

forma independiente, correos electrónicos mediante los cuales solicitaron la 

ampliación del plazo previsto en los ordinales tercero, cuarto y sexto del Auto 

del 17 de marzo de 2025. El Ministerio justificó su solicitud en que los mismos 

equipos técnicos que elaboraron la respuesta al ordinal segundo del referido 

auto, estaban a cargo del análisis correspondiente al ordinal tercero y, dada la 

complejidad técnica del cuestionario, se requiere un plazo adicional para 

garantizar una respuesta completa y debidamente sustentada. Por su parte, 

Acemi fundamentó su petición en la relevancia del tema abordado, así como en 

el hecho de que, a la fecha, se encontraban en proceso de recopilación de la 

información suministrada por varias entidades promotoras de salud.  

 

22. El 9 de abril de 2025 el despacho sustanciador otorgó a cada una de las 

entidades referidas, el término adicional de cinco días hábiles para que 

cumplieran con lo previsto en los resolutivos tercero, cuarto y sexto del Auto 

del 17 de marzo de 2025. 

 

23. El 21 de abril de 2025, Nueva EPS solicitó dos prórrogas distintas para 

responder a la solicitud probatoria contenida en el Auto del 17 de marzo de 

2025. La primera, frente al literal e) del ordinal cuarto de aquella providencia, 

en relación con el cual requirió un plazo adicional hasta el 24 de abril de 2025 

en vista de que el área encargada se encontraba recaudando la información 

correspondiente. La segunda, en relación con los expedientes (2) T-10.771.082, 

(3) T-10.773.946, (6) T-10.781.205, (9) T-10.785.672, (10) T-10.785.910, (11) 

T-10.787.792, (16) T-10.796.578, (17) T- 10.796.598, (18) T-10.800.631, (19) 

T-10.800.758, (20) T-10.800.834, (23) T- 10.810.117, (24) T-10.810.192, (26) 

T-10.811.650 y (27) T-10.811.732, para cuya respuesta pidió la remisión de los 

expedientes electrónicos correspondientes y una ampliación en el plazo 

inicialmente otorgado. Esta solicitud fue atendida de forma favorable mediante 

Auto del 23 de abril de 2025.  

 

24. Respuestas recibidas durante el trámite de revisión hasta la fecha. El 1.° de 

abril de 2025 el despacho contactó telefónicamente a los accionantes para 

validar el estado de entrega de los medicamentos. Para el 21 de abril de 2025, 

solo cinco19 de los 30 accionantes resolvieron el cuestionario planteado en el 

auto de pruebas. Adicionalmente, se recibió respuesta del Ministerio de Salud 

y la Protección Social20, la Superintendencia Nacional de Salud21, el Invima22, 

la Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del Pueblo, la CAC (Cuenta 

de Alto Costo), Salud Total EPS, Compensar EPS, el Hospital Universitario San 

Ignacio, la Farmacia Cohan, la Clínica Los Nogales, algunas asociaciones 

                                                 
19 Expedientes (1) T-10.641.262, (7) T-10.781.215, (14) T-10.787.409, (18) T-10.800.631 y (30) T-10.821.146.  
20 La entidad remitió respuesta respecto de cada uno de los 30 expedientes y, además, una comunicación que 

versa sobre aspectos generales del asunto que se analiza.  
21 En particular, frente a los expedientes (1) T-10.641.262, (6) T-10.781.205, (20) T-10.800.834, (24) T-

10.810.192 y (27) T-10.811.732. 
22 La entidad remitió respuesta respecto de 29 expedientes, y se abstuvo de hacerlo en el expediente (25) T-

10.811.379. Además, aportó una comunicación que versa sobre aspectos generales del asunto que se analiza.  
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invitadas23, así como de algunos de los jueces de instancia24 y finalmente, de 

algunos accionados y vinculados a los expedientes individualmente 

considerados25.  

 

25. En relación con el auto del 3 de abril de 2025, adicionalmente, la Sala 

obtuvo respuesta del Juzgado 004 Civil Municipal de Ejecución Sentencias de 

Bogotá, del Juzgado 064 Penal Municipal con funciones de control garantías de 

Bogotá y del Juzgado 069 de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de 

Bogotá26.  

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. Facultad del juez de tutela para decretar medidas provisionales 

 

26. El artículo 7.º27 del Decreto 2591 de 1991 reconoce al juez de tutela la 

facultad de decretar, de oficio o a petición de parte, medidas provisionales 

cuando lo considere necesario y urgente para resguardar los derechos 

                                                 
23 En particular del Centro de Información de Medicamentos de la Universidad Nacional de Colombia, la 

Asociación de Pacientes de Alto Costo, Asociación Colombiana de Hospitales y Clínicas, la Academia Nacional 

de Medicina de Colombia, el Observatorio del Medicamento — Federación Médica Colombiana y Afidro 

(Asociación de Laboratorios Farmacéuticos de Investigación y Desarrollo).  
24 En los expedientes (2) T-10.771.082 del Juzgado 006 Administrativo del Circuito de Manizales; (3) T-

10.773.946 del Juzgado 002 Promiscuo de Familia del Circuito de Rionegro; (6) T-10.781.205 del Juzgado 004 

Administrativo del Circuito de Manizales; (7) T-10.781.215 del Juzgado 49 Penal Municipal con funciones de 

control de garantías de Bogotá; (8) T-10.781.400 del Juzgado Promiscuo Municipal de Inza, Cauca; (9) T-

10.785.672 del Juzgado Promiscuo del Circuito de Segovia, Antioquia; (10) T-10.785.910 del Juzgado 002 

Promiscuo Municipal de la Estrella, Antioquia; (11) T-10.787.792 del Juzgado 002 Penal Municipal para 

Adolescentes de Santa Marta; (12) T-10.791.762 del Juzgado 004 Municipal de Pequeñas Causas Laborales de 

Bogotá; (13) T-10.790.526 del Juzgado Promiscuo Municipal de Finlandia, Quindío; (14) T-10.787.409 del 

Juzgado 001 Civil del Circuito de Bogotá; (15) T-10.796.422 del Juzgado 002 Civil Municipal de Oralidad de 

Bello, Antioquia; (17) T-10.810.117 del Juzgado 004 Administrativo de Turbo Antioquia; (19) T-10.800.758 

del Juzgado 005 Penal del Circuito de Manizales – Caldas; (20) T-10.800.834 del Juzgado 006 Civil Municipal 

Ejecución Sentencias – Bogotá; (21) T-10803623 del Juzgado 007 Penal Municipal Conocimiento - Cali Valle; 

(23) T-10810117 del Juzgado 007 Familia Circuito - Caldas – Manizales; (24) T-10.810.192 del Juzgado 001 

Penal del Circuito de Manizales; (25) T-10.811.379 del Juzgado 001 Promiscuo Municipal de San Pablo; (26) 

T-10.811.650 del Juzgado 006 Civil Municipal de Ibagué; (27) T-10.811.732 del  Juzgado 012 Civil Municipal 

de Cartagena; (28) T-10.814.534 del Juzgado 002 Penal Municipal para Adolescentes con funciones de Control 

Garantías de Sincelejo; y (29) T- 10.820.873 del Juzgado 003 Penal Municipal con Funciones Mixtas de Bello.  
25 Expediente (1) T-10.641.262 del Juzgado 56 Civil Municipal de Oralidad de Bogotá, la Clínica Los Nogales 

y Salud Total EPS; (2) T-10.771.082 de Cafam, (3) T-10.773.946 de Colsubsidio, la Fundación Diversidad y la 

Clínica Somer; (8) T-10.781.400 de Osteosalud; (10) T-10.785.910 de Cohan; (11) T-10.787.792 de Cafam 

IPS; (14) T-10.787.409 de Compensar EPS; (18) T-10.800.631 de Cafam, (19) T-10.800.758 de Cafam, (23) 

T- 10.810.117 de Cafam, (24) T-10.810.192 de Cafam, (25) T-10.811.379 de Sanitas EPS y Genhospi; (27) T-

10.811.732 de Cafam, (28) T-10.814.534 de Distribuciones Pharmaser; (29) T- 10.820.873 del Fondo Nacional 

de Estupefacientes; y (30) T-10.821.146 de Compensar EPS. 
26 No obtuvo respuesta de los juzgados 017 Civil Municipal de Bogotá, 008 Civil Municipal de Bogotá ni de la 

Nueva EPS. Adicionalmente, el Juzgado 069 de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Bogotá remitió 

links de consulta a los expedientes, que no permiten el acceso.  
27 Decreto 2591 de 1991. “Artículo 7. Medidas provisionales para proteger un derecho. Desde la presentación 

de la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, 

suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere. // Sin embargo, a petición de parte o de 

oficio, se podrá disponer la ejecución o la continuidad de la ejecución, para evitar perjuicios ciertos e inminentes 

al interés público. En todo caso el juez podrá ordenar lo que considere procedente para proteger los derechos y 

no hacer ilusorio el efecto de un eventual fallo a favor del solicitante. // La suspensión de la aplicación se 

notificará inmediatamente a aquél contra quien se hubiere hecho la solicitud por el medio más expedito posible. 

El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida de conservación o seguridad 

encaminada a proteger el derecho o a evitar que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos 

realizados, todo de conformidad con las circunstancias del caso. // El juez podrá, de oficio o a petición de parte, 

por resolución debidamente fundada, hacer cesar en cualquier momento la autorización de ejecución o las otras 

medidas cautelares que hubiere dictado”.  
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fundamentales, con el propósito de “no hacer ilusorio el efecto de un eventual 

fallo”. Estas medidas tienen el objetivo de (i) intervenir transitoriamente para 

contener la conducta que amenaza o vulnera un derecho, evitando un daño 

irreparable28 y (ii) ordenar las medidas29 para proteger provisionalmente el 

derecho objeto del trámite constitucional30. Lo anterior, mientras se adopta el 

fallo que define la controversia31 y hasta cuando este se dicte32. En cualquier 

momento, de forma motivada, el juez puede levantar las medidas decretadas33.  

 

27. El decreto de tales medidas amerita un examen preliminar sobre la gravedad 

de la situación, con fundamento en los indicios que obren en el expediente. Solo 

proceden aquellas cuando (i) exista una apariencia de buen derecho, de modo 

que la solicitud de amparo tenga aparente vocación de viabilidad, en función de 

los elementos fácticos y jurídicos del caso; (ii) se encuentre un riesgo probable 

de que con el paso del tiempo, durante el trámite de revisión, se afecte de manera 

considerable la protección del derecho invocado o la salvaguarda del interés 

público; y (iii) la medida provisional no genere una afectación 

desproporcionada a quien deba ser ordenada34.  

 

28. En estas condiciones, la Corte Constitucional ha resaltado que el decreto de 

medidas provisionales no constituye prejuzgamiento sobre el asunto bajo 

estudio, ni indicio sobre el sentido de la decisión35. Su finalidad se limita a 

prevenir que se materialice la vulneración o un perjuicio irremediable sobre los 

intereses superiores en debate, hasta el momento en que este tribunal profiera 

una sentencia. 

 

2. Facultad de la Corte Constitucional para suspender excepcionalmente 

los términos judiciales en las acciones de tutela 

 

29. El precitado artículo 64 del Acuerdo 02 de 201536 prevé también que, en el 

evento de decretar pruebas, la Sala de Revisión puede excepcionalmente 

ordenar que se suspendan los términos del proceso, cuando ello fuere necesario, 

y precisa que, en todo caso, la suspensión no se extenderá más allá de tres meses 

contados a partir del momento en que se alleguen las pruebas, salvo que, por la 

complejidad del asunto, el interés nacional o la trascendencia del caso, sea 

conveniente un término mayor, que no podrá exceder de seis meses, el cual 

                                                 
28 Corte Constitucional. Auto 259 de 2021. M. P. Diana Fajardo Rivera.  
29 Corte Constitucional. Auto 247 de 2025. M. P. Diana Fajardo Rivera. La providencia especificó que “el juez 

constitucional goza de una amplia competencia que le permite, a petición de parte o de oficio, entre otras 

determinaciones, “dictar cualquier medida de conservación o seguridad”, destinada a “proteger un derecho” o 

a “evitar que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos realizados”; todo de conformidad con 

las circunstancias del caso”. 
30 Corte Constitucional. Auto 288 de 2025. M. P. Vladimir Fernández Andrade.  
31 Corte Constitucional. Autos 110 de 2020, M. P. Diana Fajardo Rivera, 065 de 2021 y 293 de 2015, M. P. 

Gloria Stella Ortiz Delgado, entre otros 
32 Corte Constitucional. Auto 484 de 2023, M. P. Jorge Enrique Ibáñez Najar. 
33 Corte Constitucional. Auto 247 de 2025. M. P. Diana Fajardo Rivera. 
34 Corte Constitucional. Autos 484 de 2023, M. P. Jorge Enrique Ibáñez Najar, 259 de 2021 y 110 de 2020, M. 

P. Diana Fajardo Rivera, y 065 de 2021, M. P. Gloria Stella Ortiz Delgado, entre otros. 
35 Corte Constitucional. Autos 484 de 2023, M. P. Jorge Enrique Ibáñez Najar, y 110 de 2020, M. P. Diana 

Fajardo Rivera. 
36 De acuerdo con el artículo transitorio del Acuerdo 01 de 2025 “Por medio del cual se unifica y actualiza el 

Reglamento de la Corte Constitucional”, “Las disposiciones sobre términos dispuestas en esta reforma se 

aplicarán respecto de los procesos radicados en la Corte a partir de su entrada en vigencia. Los asuntos cuyo 

trámite haya iniciado en vigencia del Acuerdo 02 de 2015 seguirán hasta su culminación bajo dicha regulación”. 
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deberá ser aprobado por la Sala de Revisión, previa presentación de un informe 

por el magistrado ponente. 

 

3. Actuaciones procedentes en esta oportunidad 

 

30. La Sala Segunda de Revisión procederá a (i) decretar medidas 

provisionales en el presente asunto, por solicitud de parte en el expediente (1) 

T-10.641.262 y de oficio en relación con las otras 29 acciones de tutela 

acumuladas, (ii) establecer medidas para garantizar su cumplimiento 

inmediato y efectivo, así como para su seguimiento, (iii) suspender los 

términos judiciales en el expediente acumulado de la referencia y (iv) adoptar 

medidas de articulación judicial para la eficaz protección de los derechos que 

se aprecian probablemente en riesgo.  

 

3.1. Análisis sobre la procedencia de medidas provisionales 

 

31. Examinada la solicitud de medida provisional formulada por la accionante 

en el expediente (1) T-10.641.262, la Sala Segunda de Revisión de la Corte 

Constitucional encuentra acreditados los requisitos para el decreto de una 

medida provisional de protección para aquella. También se advierten 

acreditados los requisitos para su procedencia de oficio en las otras 29 acciones 

de tutela acumuladas. A continuación, se exponen las razones que sustentan 

esta conclusión, a partir de los requisitos descritos en el fundamento 19 de esta 

providencia. 

 

32. Apariencia de buen derecho. La Sala advierte que la protección 

constitucional que reclama cada uno de los tutelantes tiene vocación aparente 

de viabilidad. La jurisprudencia ha sido enfática en que “la atención de los 

usuarios del sistema de seguridad social en salud debe ser integral, esto es, 

completa, pues de otra manera no sólo se afecta el derecho a la salud, sino que 

la inobservancia del mismo invade la órbita de protección de otros derechos 

como la vida en especial la vida digna, entre otros. La prestación del servicio 

de salud debe efectuarse con el propósito de brindar una respuesta efectiva a 

las necesidades del usuario. Esto es, con la totalidad de tratamientos, 

medicamentos y procedimientos disponibles basados en criterios de 

razonabilidad, oportunidad y eficiencia”37.  
 

33. Asimismo, el artículo 6.° de la Ley Estatutaria 1751 de 201538 establece el 

deber de continuidad en la prestación de los servicios de salud como uno de 

los principios y elementos de este derecho fundamental. Tal deber implica que 

las cuestiones de índole presupuestal o administrativa no pueden alegarse para 

justificar la privación o la interrupción del servicio39, aun en los casos en que 

la causa no sea arbitraria e intempestiva40.  

                                                 
37 Corte Constitucional. Sentencia T-239 de 2015. M. P. Martha Victoria Sáchica Méndez.  
38 “Por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones”. 
39 “d) Continuidad. Las personas tienen derecho a recibir los servicios de salud de manera continua. Una vez la 

provisión de un servicio ha sido iniciada, este no podrá ser interrumpido por razones administrativas o 

económicas”.   
40 Corte Constitucional. Sentencia C-313 de 2014. M. P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.  “[L]a Corporación 

por vía de revisión, ha descartado los móviles presupuestales o administrativos como aceptables para privar del 
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34. Desde ese punto de vista, para la Corte Constitucional la entrega de los 

medicamentos asegura los principios de accesibilidad e integralidad en la 

prestación de los servicios41. En esa medida, ha señalado este tribunal que “las 

entidades prestadoras del servicio de salud están obligadas a suministrar los 

medicamentos a sus usuarios de manera integral, oportuna y continua. 

Cualquier retraso, [barrera], o falta de entrega desconoce el derecho a la 

salud”42. Esta situación cobra mayor relevancia cuando se trata de sujetos de 

especial protección constitucional o personas que se encuentran en graves 

condiciones de salud, como ocurre en los casos bajo revisión, pues esta 

Corporación ha reconocido el tratamiento integral de los mismos “a) si la EPS 

fue negligente en el cumplimiento de sus deberes [y] b) si existen 

prescripciones médicas que especifiquen tanto el diagnóstico del paciente, 

como los servicios o tecnologías en salud que requiere”43.  
 

35. En esa medida, la omisión de la EPS en la entrega continua, efectiva y 

oportuna de los medicamentos, en principio, constituye una vulneración del 

derecho a la salud, que hace viable su protección transitoria a través de una 

medida provisional. El fundamento de esta conclusión se evidencia en el 

Anexo único del presente auto y, al efecto, los casos concretos se analizan en 

tres grupos.  

 

36. Primer grupo. En 11 de los 30 expedientes44, los médicos tratantes han 

prescrito a los accionantes los fármacos indicados en las órdenes médicas para 

el tratamiento de sus diagnósticos. Hay indicios de que el medicamento ha sido 

formulado nuevamente por el médico tratante, sin que la EPS y la gestora 

farmacéutica del caso hayan acreditado su entrega efectiva. En estas 

condiciones, en principio, la Sala advierte una posible omisión en la entrega 

de cada uno de los medicamentos, por lo que existe apariencia de buen derecho 

en relación con estos eventos. 

 

37. Segundo grupo. En 11 expedientes45, pese a que la parte accionante 

contaba con orden médica para cuando se formuló la solicitud de amparo, en 

la actualidad, con la información recaudada hasta el momento, no es posible 

concluir que su tratamiento continuó con la prescripción del mismo fármaco, 

                                                 
servicio de salud a las personas. No ha estimado la jurisprudencia que tales motivos sean de recibo ni aun 

cuando la suspensión del servicio no resulte arbitraria e intempestiva. En suma, por razones de orden económico 

o administrativo no tiene lugar la interrupción del servicio. Es inaceptable constitucionalmente la suspensión 

del servicio, así esta no sea intempestiva o arbitraria. Por ende, encuentra la Sala que se deben excluir del 

ordenamiento en el literal d) del inciso 2 del artículo 6 del proyecto la expresión “de manera intempestiva y 

arbitraria”, con lo cual el precepto rezará que no podrá ser interrumpido el servicio por razones administrativas 

y económicas”.  
41 Corte Constitucional. Sentencia T-377 de 2024. M. P. Diana Fajardo Rivera.  
42 Corte Constitucional. Sentencia T-377 de 2024. M. P. Diana Fajardo Rivera.  
43 Corte Constitucional. Sentencia T-268 de 2023. M. P. Cristina Pardo Schlesinger. 
44 Expedientes (1) T-10.641.262, (2) T-10.771.082, (6) T-10.781.205, (11) T-10.787.792, (13) T-10.790.526, 

(15) T-10.796.422, (23) T- 10.810.117, (24) T-10.810.192, (27) T-10.811.732, (29) T- 10.820.873 y (30) T-

10.821.146.  
45 Expedientes (3) T-10.773.946, (4) T-10.773.996, (5) T-10.774.002, (8) T-10.781.400, (9) T-10.785.672, (12) 

T-10.791.762, (14) T-10.787.409, (16) T-10.796.578, (17) T- 10.796.598, (19) T-10.800.758, y (20) T-

10.800.834. En el expediente (8) T-10.781.400 la agente oficiosa manifestó telefónicamente que la titular de 

los derechos, su hermana, cambió de EPS, razón por la cual mediante Auto del 3 de abril de 2024 se ordenó su 

vinculación al proceso. 
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como tampoco si la EPS lo suministró en su momento o continuó su 

suministro. No fue posible establecerlo en respuesta a lo solicitado en el auto 

de pruebas, ni aún mediante comunicación telefónica frente a los números 

aportados como datos de contacto por los accionantes. Además, en ninguno de 

esos casos hay informes de cumplimiento o documentos equivalentes que 

permitan inferir que los fármacos fueron entregados. Así las cosas, la Sala 

evidencia que al existir una orden médica inicial que da cuenta de la 

pertinencia del medicamento en cada caso y al no contar con demostración de 

su suministro efectivo, se acredita la apariencia de buen derecho frente a la 

cobertura del sistema de salud en casos altamente sensibles.   

 

38. Tercer grupo. En ocho expedientes46 el medicamento fue entregado luego 

de la interposición de la acción de tutela o la parte accionante ha recibido el 

fármaco. No obstante, los pacientes tienen derecho a la garantía del suministro 

continuo de los medicamentos mientras se dicta el fallo que resuelva el 

presente asunto. Lo anterior, toda vez que la EPS inicialmente no cumplió con 

su deber de asegurar el tratamiento para los accionantes de forma continua o 

con sujeción a la orden del médico tratante47 y los pacientes debieron recurrir 

a las acciones de tutela para enfrentar este incumplimiento.  

 

39. Riesgos para los derechos de las partes accionantes ante el tiempo que 

puede tomar el trámite de revisión. Existen riesgos sobre los derechos a la 

vida, a la vida digna, a la integridad personal y a la salud de los 30 accionantes 

que acreditan apariencia de buen derecho en la formulación de las acciones de 

tutela. Tales riesgos surgen como consecuencia de: (i) el diagnóstico que 

presentan los accionantes, unos con enfermedades huérfanas, crónicas, 

catastróficas y degenerativas; (ii) los desafíos que suponen en su vida cotidiana 

esos padecimientos; y (iii) el hecho de que la ingesta de los diferentes 

fármacos, en su mayoría, no debe ser suspendida ni reiniciada sin supervisión 

médica, según la literatura especializada. Estos riesgos implican que el tiempo 

que tarde la adopción de una decisión de fondo en este asunto acumulado, 

constituye una amenaza para los accionantes, varios de ellos sujetos de 

especial protección constitucional por su edad, su diversidad funcional, su 

condición de cabeza de familia, su condición socioeconómica o su diagnóstico 

y todos titulares del derecho fundamental de acceso a los servicios de salud. 

En el Anexo único de esta providencia se expone en detalle el análisis de los 

riesgos que el transcurso del proceso de revisión suscita para cada uno de los 

demandantes. 
 

40. Inexistencia de una carga desproporcionada para las EPS, IPS y gestoras 

                                                 
46 Expedientes (7) T-10.781.215, (10) T-10.785.910, (18) T-10.800.631, (21) T-10.803.623, (22) T-10.803.921, 

(25) T-10.811.379, (26) T-10.811.650 y (28) T-10.814.534. 
47 Entre estos casos, cabe destacar que en el expediente (7) T-10.781.215 la agente oficiosa manifestó en su 

contestación que la EPS había suministrado el fármaco en una dosis distinta a la recomendada por el médico 

tratante, durante los meses de enero y febrero de 2025. Telefónicamente manifestó que el 4 de marzo siguiente 

se le expidió una nueva orden médica. La entrega del medicamento prescrito se efectuó el 15 de marzo de 2025 

y fue hecha, esta vez, con apego estricto a la orden médica. En este caso, pese a dicha información, existe indicio 

de que la EPS no ha entregado el medicamento con fundamento en la orden médica y, a su vez que la falta de 

suministro del fármaco requerido podría poner en peligro la vida del agenciado, pues no puede ser suspendido 

sin vigilancia médica. En esa medida, la Sala de Revisión concibe que hay apariencia de buen derecho en ese 

asunto. 
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farmacéuticas. La medida provisional no genera un daño desproporcionado 

para las EPS, IPS y gestoras farmacéuticas accionadas, en la medida en que 

ellas no están en imposibilidad material de hacer la entrega de los 

medicamentos. Ninguna alegó esta circunstancia, y ninguno de los 

medicamentos requeridos tiene una anotación oficial sobre su 

desabastecimiento por parte del Invima. De tal suerte, hay existencias de 

dichos fármacos en el país. En algunos casos se presenta riesgo de 

desabastecimiento, o los medicamentos están sometidos a monitorización 

permanente48. En estos eventos particulares, se adoptará también una medida 

para enfrentar la situación específica, en el evento en que se efectúe una 

declaratoria de desabastecimiento. La Sala aclara que dichas anotaciones no 

implican, en manera alguna, una habilitación para la interrupción del 

suministro de los medicamentos, lo cual debe ser adecuadamente planificado 

por las autoridades responsables. Aun en los eventos en los que el fármaco esté 

desabastecido, la EPS tiene el deber de asegurar la reformulación y la entrega 

efectiva del fármaco sustituto que establezca el médico tratante a través de su 

red de prestación de servicios, con el fin de que el afiliado acceda a su 

tratamiento de manera continua.   

  

41. Medidas provisionales a decretar. Ante la procedencia de la adopción de 

medidas transitorias para la protección de los derechos de los accionantes, la 

Sala Segunda de Revisión dispondrá las siguientes medidas provisionales:  

 

42. Primero. La Sala ordenará a las EPS, IPS y gestoras farmacéuticas 

correspondientes que, en el término máximo de cuarenta y ocho (48) horas, 

entreguen el medicamento a los accionantes conforme a la prescripción médica 

que se encuentre vigente y que esté pendiente de entrega, o que haya perdido 

vigencia por razón de la demora en el suministro del medicamento y que 

originó la presente acción de tutela. Esta entrega deberá efectuarse en el lugar 

en que se ha hecho hasta el momento, es decir, en el domicilio de la parte 

tutelante o en el punto de dispensación al que usualmente acude el afiliado. 

Además, ordenará que, en el evento de que el médico tratante prescriba 

nuevamente el suministro del fármaco, este sea entregado máximo setenta y 

dos (72) horas antes de que la formulación que se entregó anteriormente se 

agote y, al momento de efectuar la entrega del medicamento, también se 

programe y se fije la fecha cierta de la siguiente entrega49. De lo anterior, 

deberá presentarse un informe ante la Defensoría del Pueblo y la orden deberá 

ser cumplida de manera coordinada entre la EPS, la IPS y el gestor 

farmacéutico correspondiente. 

 

43. Segundo. Respecto de los casos en los cuales no es claro si la prescripción 

del medicamento continuó y si la EPS lo suministró o suministra 

efectivamente, se ordenará que esta, en el término máximo de cuarenta y ocho 

48 horas, si aún no lo hubiese hecho, entregue el medicamento a los 

                                                 
48 Expedientes: (5) T-10.774.002, (7) T-10.781.215, (9) T-10.785.672, (11) T-10.787.792, (14) T-10.787.409, 

(16) T-10.796.578, (18) T-10.800.631, (19) T-10.800.758, (20) T-10.800.834, (22) T-10.803.921, (23) T-

10.810.117, (25) T-10.811.379, (26) T-10.811.650 y (28) T-10.814.534. 
49 Expedientes (1) T-10.641.262, (2) T-10.771.082, (6) T-10.781.205, (11) T-10.787.792, (13) T-10.790.526, 

(15) T-10.796.422, (23) T- 10.810.117, (24) T-10.810.192, (27) T-10.811.732, (29) T- 10.820.873 y (30) T-

10.821.146. 
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accionantes conforme a la prescripción médica vigente para el tratamiento del 

diagnóstico o igualmente cuando la prescripción haya perdido vigencia por 

razón de la demora en el suministro correspondiente. Esta entrega deberá 

efectuarse en la forma en que se ha hecho hasta el momento, es decir, en el 

domicilio de la parte tutelante o en el punto de dispensación al que usualmente 

acude el afiliado. Además, ordenará que, en el evento de que el médico tratante 

prescriba nuevamente el suministro del fármaco, este sea entregado máximo 

setenta y dos (72) horas antes de que la formulación que se entregó 

anteriormente se agote y, al momento de efectuar la entrega del medicamento, 

también se programe y se fije la fecha cierta de la siguiente entrega50. De lo 

anterior, deberá presentarse un informe ante la Defensoría del Pueblo y la 

orden deberá ser cumplida de manera coordinada entre la EPS, la IPS y el 

gestor farmacéutico correspondiente. 

 

44. Tercero. En los eventos en los que, aunque hubo entrega del fármaco en el 

desarrollo de un tratamiento médico continuo y hay evidencia de su entrega 

actual por parte de las EPS, IPS y gestoras farmacéuticas, se ordenará la 

continuidad en la entrega del mismo. En esos casos, la Sala ordenará que en el 

evento de que el médico tratante prescriba nuevamente el suministro del 

fármaco, este sea entregado máximo setenta y dos (72) horas antes de que la 

formulación que se entregó anteriormente se agote y, al momento de efectuar 

la entrega del medicamento, también se programe y se fije la fecha cierta de la 

siguiente entrega51. De lo anterior, deberá presentarse un informe ante la 

Defensoría del Pueblo y la orden deberá ser cumplida de manera coordinada 

entre la EPS, la IPS y el gestor farmacéutico correspondiente. 

 

45. Cuarto. En el expediente (8) T-10.781.400, la medida provisional 

consistirá en que ante el cambio de EPS de la accionante52, en el evento en que 

Nueva EPS o EMSSANAR no le hayan entregado el medicamento que 

requiere, (a) la Nueva EPS deberá suministrarlo en el término máximo de las 

cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia; y 

(b) en caso de que no se halle orden médica vigente a favor de la tutelante para 

su tratamiento, la Nueva EPS deberá valorarla para determinar el tratamiento 

a seguir o los fármacos a suministrar en el término máximo de las cuarenta y 

ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia. De ser el caso, 

una vez emitida la prescripción correspondiente, entregará el (los) 

medicamento(s) de que se trate en el término máximo de las cuarenta y ocho 

(48) horas siguientes. De lo anterior, deberá presentarse un informe ante la 

Defensoría del Pueblo.  

 

46. Quinto. En aquellos asuntos en los que durante la ejecución de las medidas 

provisionales previstas en este auto, el Invima advierta que alguno de los 

medicamentos ordenados en cada uno de los asuntos de tutela acumulados está 
                                                 
50 Expedientes (3) T-10.773.946, (4) T-10.773.996, (5) T-10.774.002, (9) T-10.785.672, (12) T-10.791.762, 

(14) T-10.787.409, (16) T-10.796.578, (17) T- 10.796.598, (19) T-10.800.758, y (20) T-10.800.834. 
51 Expedientes (7) T-10.781.215, (10) T-10.785.910, (18) T-10.800.631, (21) T-10.803.623, (22) T-10.803.921, 

(25) T-10.811.379, (26) T-10.811.650 y (28) T-10.814.534. 
52 En el expediente (8) T-10.781.400 la agente oficiosa manifestó telefónicamente que la titular de los derechos, 

su hermana, cambió de EPS, razón por la cual mediante Auto del 3 de abril de 2024 se ordenó su vinculación 

al proceso. 
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desabastecido, la EPS deberá asegurar la valoración médica de la parte 

accionante para identificar las bioequivalencias53 necesarias para evitar la 

interrupción del tratamiento. Esta valoración debe efectuarse mínimo cinco (5) 

días antes de que la formulación que se entregó anteriormente se agote, para 

garantizar la entrega del medicamento dentro de las cuarenta y ocho (48) horas 

siguientes a la prescripción.  

 

47. Mecanismos de seguimiento al cumplimiento de estas medidas. Con el 

propósito de asegurar el cumplimiento de las medidas provisionales adoptadas, 

la Sala ordenará el concurso de la Procuraduría General de la Nación54, de la 

Defensoría del Pueblo55 y de la Superintendencia Nacional de Salud56. En 

concreto, dichos órganos deberán realizar el seguimiento y velar por el 

cumplimiento de las órdenes decretadas en esta providencia, conforme a las 

circunstancias identificadas en su anexo. Para ello ordenará (i) a la 

Procuraduría General de la Nación que verifique el cumplimiento de las 

órdenes del presente auto por parte de las EPS, IPS y gestoras farmacéuticas 

concernidas y que rinda informe periódico mensual sobre su cumplimiento a 

esta Sala de Revisión; (ii) a la Defensoría del Pueblo que, en cumplimiento de 

su labor de promoción, protección y garantía de los derechos humanos, 

acompañe a los accionantes durante el trámite de revisión y refiera a esta 

Corporación cualquier incumplimiento o evolución de los hechos de cada caso 

concreto, y presente el correspondiente informe de cumplimiento de forma 

mensual. Para ello deberá establecer contacto directo y permanente con los 

accionantes, o con quienes los representen o agencien; y (iii) a la 

Superintendencia Nacional de Salud que, en el marco de sus funciones de 

inspección, vigilancia y control, supervise de manera urgente el cumplimiento 

de las órdenes contenidas en esta providencia, en lo relacionado con la entrega 

de medicamentos. Asimismo, deberá habilitar canales de seguimiento que 

garanticen la efectiva ejecución de dichas órdenes, con el fin de asegurar que 

los accionantes reciban los medicamentos prescritos por sus médicos tratantes, 

mientras se profiere una decisión definitiva en el asunto de la referencia. Sobre 

lo anterior, deberá remitir a esta Sala de Revisión un informe mensual 

periódico. 

 

3.2. Suspensión de los términos judiciales 

 

48. La Sala Segunda de Revisión considera que en el expediente de la 

referencia se configuran los presupuestos para proceder a la suspensión 

excepcional de los términos judiciales. En primer lugar, la documentación que 

                                                 
53 Ministerio de Salud y Protección Social. “ABECÉ De la guía de Biodisponibilidad (BD) y Bioequivalencia 

(BE)”. Dirección de Medicamentos y Tecnologías en Salud. 2 de abril de 2025. 

https://www.minsalud.gov.co/sites/rid/Lists/BibliotecaDigital/RIDE/VS/MET/abece-biodisponiblidad-

bioequivalencia.pdf  
54 Esto con sustento en (i) el artículo 277 de la Constitución Política, que señala que entre las funciones de esta 

entidad está “vigilar el cumplimiento de la Constitución, las leyes, las decisiones judiciales y los actos 

administrativos” (énfasis añadido); y (ii) los numerales 1, 2, 5, y 6 del artículo 24 del Decreto Ley 262 de 2000, 

que consagran las funciones de vigilancia con fines preventivos que despliegan las procuradurías delegadas.  
55 Con fundamento en los artículos 282 y 284 de la Constitución Política y los artículos 5 y 13 del Decreto 25 

de 2014. 
56 En razón al artículo 4 del Decreto 1080 de 2021 “[p]or el cual se modifica la estructura de la Superintendencia 

Nacional de Salud”. 
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existe en los expedientes digitales evidencia que se trata de un asunto complejo 

por la naturaleza de las afectaciones al derecho fundamental a la salud, a la 

vida y a la dignidad humana de los accionantes. Por otra parte, los hechos 

relatados por los actores sugieren la existencia de asuntos estructurales en el 

sistema general de seguridad social en salud que ameritan revisar con 

detenimiento las acciones, así como sus causas y las circunstancias que puedan 

estar incidiendo en la posible vulneración de los derechos fundamentales no 

sólo de los accionantes en el presente asunto, sino en general de los usuarios 

del sistema, de conformidad con las decisiones de la Corte Constitucional en 

materia de salud57.  

 

49. Adicionalmente, el decreto de pruebas efectuado hasta el momento en el 

caso acumulado bajo estudio implica un recaudo de información de especial 

volumen y complejidad, que demanda su recopilación y detallado análisis, 

además de la sistematización, medición y comparación de los datos. Al 

respecto, cabe resaltar que para el 21 de abril de 2025 no se había allegado 

todo el material probatorio requerido en los autos del 17 de marzo y 3 de abril 

de 2025 y que algunas de las entidades oficiadas solicitaron ampliación de los 

términos de las órdenes allí dispuestas. Por lo tanto, es necesario garantizar 

respecto de las pruebas decretadas y recaudadas, el derecho de contradicción 

de las partes y, la oportunidad en la recepción y recaudo de la información.  

 

50. En consecuencia, la Sala Segunda de Revisión insistirá en la necesidad de 

que sean remitidas las pruebas previamente decretadas que aún no se hayan 

allegado a esta Corporación58 y, conforme a ello, ordenará la suspensión de 

términos en el expediente de la referencia por tres meses. Ello, con el propósito 

de acopiar de la mejor manera posible los medios de prueba necesarios, 

previamente a la adopción de la decisión que corresponda.  

 

51. De igual forma, la Sala recordará que el juez dispone de poderes 

                                                 
57 Desde el año 2008, la Corte Constitucional ha estudiado de manera estructural las diversas situaciones del 

sistema general de seguridad social en salud y ha adoptado una serie de medidas para salvaguardar el derecho 

fundamental a la salud de los ciudadanos. Ver: Sentencia T-760 de 2008, Auto 552A de 2015, T-017 de 2021, 

entre otras.  
58 Efectuadas las verificaciones sobre los documentos aportados por las distintas entidades oficiadas en los autos 

del 17 de marzo y 3 de abril de 2025, aquellas que aún no allegaron respuesta íntegra a lo ordenado en dichas 

providencias son: Superintendencia Nacional de Salud, Comisión Nacional de Precios de Medicamentos y 

Dispositivos Médicos, Nueva EPS, Asociación Mutual Ser - Empresa Solidaria de Salud EPS, Sanitas EPS, 

Savia Salud EPS-S, Sura EPS, Emsanar EPS, Cafam IPS, Colsubsidio IPS, Fundación Diversidad, Farmacia 

Audifarma, Farmacia Genhospi, MEDI Sinú IPS, Asisfarma, Instituto Roosevelt, Farmacia Neuromédica, 

Medisfarma IPS, Afidro (Asociación de laboratorios Farmacéuticos de Investigación y Desarrollo), Asinfar 

(Asociación de Industrias Farmacéuticas Colombianas), Colegio Nacional de Químicos Farmacéuticos de 

Colombia, Juzgado 006 Civil Municipal de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Bogotá, Juzgado 004 

Penal Municipal de Medellín con función de control de garantías, Juzgado Promiscuo de Familia del Circuito 

de Silvia, Sala Civil del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá, Juzgado 002 Civil del Circuito de 

Bello, Juzgado 001 Promiscuo Municipal de Guayatá, Sala Segunda de Oralidad del Tribunal Administrativo 

de Antioquia, Juzgado 001 Civil del Circuito de Manizales, Juzgado 002 Promiscuo Municipal de Andes – 

Antioquia, Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Manizales, Juzgado 057 Penal Municipal con Función 

de Control de Garantías de Bogotá, Juzgado 017 Civil Municipal de Bogotá, Juzgado 008 Civil Municipal de 

Bogotá, y Juzgado 069 de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Bogotá. Respecto de (i) la Comisión 

Nacional de Precios de Medicamentos y Dispositivos Médicos, y (ii) la Nueva EPS, no existe respuesta íntegra 

en la medida en que, frente a la primera, no hubo respuesta de su parte bajo el entendido de que si bien el 

apoderado del Ministerio de Salud y Protección Social adujo que la comisión era incompetente para 

pronunciarse, no acreditó relación de representación suficiente con esa instancia en particular; y respecto de la 

segunda, la EPS solicitó prórroga sobre algunos, y no todos, de los expedientes en los que es parte.  
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correccionales respecto de los empleados públicos y particulares que, sin justa 

causa, incumplan las órdenes que se les impartan o demoren su ejecución59, y 

que la abstención en la respuesta a los requerimientos de la Corte 

Constitucional constituye causal de mala conducta60. 
 

3.3. Articulación judicial para la eficacia de los derechos en posible riesgo 
 

52. La Sala Segunda de Revisión evidencia que el caso acumulado bajo su 

revisión tiene una relación esencial con el objeto y las actividades que 

corresponden a la Sala Especial de Seguimiento para el cumplimiento de la 

Sentencia T-760 de 2008 de la Corte Constitucional. Por esta razón, considera 

pertinente y necesario que se articulen las acciones de estas instancias al 

interior del tribunal constitucional para garantizar un análisis integral de las 

situaciones que evidencian las acciones de tutela bajo revisión. 

 

53. En particular, anticipa esta Sala que los casos objeto de tutela que ahora se 

revisan evidencian circunstancias que preliminarmente estarían relacionadas 

con fallas o dificultades estructurales del sistema de seguridad social en salud, 

que esta Corte ha evidenciado y buscado superar desde tiempo atrás, en 

especial por medio de las decisiones adoptadas a través de la Sala Especial de 

Seguimiento referida.  

 

54. Por lo anterior, la Sala Segunda de Revisión advierte en esta etapa del 

proceso la necesidad de una actuación articulada con las competencias a cargo 

de la Sala Especial de Seguimiento a la Sentencia T-760 de 2008. Para ello, 

ordenará remitir a dicha Sala el presente auto, para su conocimiento y demás 

fines pertinentes. Igualmente dispondrá que el despacho sustanciador adopte 

las medidas probatorias y de coordinación que se requieran para establecer un 

diálogo permanente con aquella instancia.   

 

III. DECISIÓN 
 

En mérito de lo expuesto, la Sala Segunda de Revisión de la Corte 

Constitucional, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. ORDENAR como medida provisional a las EPS, IPS y gestores 

farmacéuticos relacionados en la Tabla 2 que se encuentra a continuación, que 

                                                 
59 Decreto 2591 de 1991, “Articulo 19. Informes. El juez podrá requerir informes al órgano o a la autoridad 

contra quien se hubiere hecho la solicitud y pedir el expediente administrativo o la documentación donde 

consten los antecedentes del asunto. La omisión injustificada de enviar esas pruebas al juez acarreará 

responsabilidad. // El plazo para informar será de uno a tres días, y se fijará según sea la índole del asunto, la 

distancia y la rapidez de los medios de comunicación. // Los informes se considerarán rendidos bajo juramento”.  

Además, Ley 270 de 1996, “Artículo 60A. Poderes del juez. Además de los casos previstos en los artículos 

anteriores, el Juez podrá sancionar con multa de dos a cinco salarios mínimos mensuales, a las partes del 

proceso, o a sus representantes o abogados, en los siguientes eventos: […] 3. Cuando se obstruya, por acción u 

omisión, la práctica de pruebas o injustificadamente no suministren oportunamente la información o los 

documentos que estén en su poder y les fueren requeridos en inspección judicial, o mediante oficio. // 4. Cuando 

injustificadamente no presten debida colaboración en la práctica de las pruebas y diligencias”.  
60 Decreto 2067 de 1991, artículos 1 y 50. Artículo 50. “Los jueces y los demás servidores públicos deberán de 

manera eficaz e inmediata prestar a la Corte la colaboración que ésta les requiera. El incumplimiento de este 

deber será causal de mala conducta”.  



20 

 

en el término máximo de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la 

notificación de esta providencia, ENTREGUEN el (los) medicamento(s) a la 

parte accionante correspondiente, conforme a la prescripción médica vigente o 

sin vigencia por mora en el suministro, pendiente de entrega, y que originó cada 

una de las acciones de tutela bajo revisión, según corresponda conforme al 

Anexo único de esta providencia y la historia clínica del caso. Esta entrega 

deberá efectuarse en el lugar en que se ha hecho hasta el momento, es decir, en 

el domicilio de la parte tutelante o en el punto de dispensación al que usualmente 

acude el afiliado. En el evento de que el médico tratante prescriba nuevamente 

el suministro del fármaco, este será entregado máximo setenta y dos (72) horas 

antes de que la formulación que se entregó anteriormente se agote y, al 

momento de efectuar la entrega del medicamento, también debe programarse y 

fijarse la fecha cierta de la siguiente entrega. Sobre el cumplimiento de esta 

orden, las EPS, IPS y gestores farmacéuticos, individual o integradamente, 

deberán ENVIAR un informe a la Defensoría del Pueblo tan pronto se ejecute 

y dentro los primeros cinco días de cada mes y mientras esta medida provisional 

se encuentre vigente, en el que acrediten la entrega material del medicamento y 

haber informado la fecha cierta de su próxima entrega a la parte accionante. El 

cumplimiento de esta orden deberá efectuarse de manera coordinada entre la 

EPS, la IPS y el gestor farmacéutico correspondiente, sin dejar de advertir que 

la garantía de la entrega del medicamento es responsabilidad de la EPS.  

 
Tabla 2. Destinatarios de la orden primera 

Expediente 

EPS, IPS o 

gestor farmacéutico 

(Destinatario de la orden) 

 Expediente 

EPS, IPS o 

gestor farmacéutico 

(Destinatario de la orden) 

(1) T-10.641.262 Salud Total EPS, Clínica Los 

Nogales y Optimal 
Therapies 

 (23) T- 10.810.117 Nueva EPS y Cafam 

(2) T-10.771.082 Nueva EPS y Cafam  (24) T-10.810.192 Nueva EPS y Cafam 

(6) T-10.781.205 Nueva EPS    (27) T-10.811.732 Nueva EPS y Cafam 

(11) T-10.787.792 Nueva EPS y Cafam  (29) T- 10.820.873 MEDI Sinú IPS, MUTUAL 

SER EPS y Distribuciones 

Pharmaser Ltda.  

(13) T-10.790.526 Nueva EPS y Audifarma  (30) T-10.821.146 Compensar EPS y Asisfarma 

(15) T-10.796.422 Sura EPS, Medicarte IPS y 

Audifarma 

   

 

SEGUNDO. ORDENAR como medida provisional a las EPS, IPS y gestores 

farmacéuticos relacionados en la Tabla 3 que se encuentra a continuación, que 

en el término máximo de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la 

notificación de esta providencia, si aún no lo hubiesen hecho, ENTREGUEN 

el (los) medicamento (s) a la parte accionante conforme a la prescripción médica 

vigente o sin vigencia por mora en el suministro, pendiente de entrega, según 

corresponda conforme al Anexo único de esta providencia y la historia clínica 

del caso. Esta entrega deberá efectuarse en el lugar en que se ha hecho hasta el 

momento, es decir, en el domicilio de la parte tutelante o en el punto de 

dispensación al que usualmente acude el usuario. En el evento de que el médico 

tratante prescriba nuevamente el suministro del fármaco, este será entregado 

máximo setenta y dos (72) horas antes de que la formulación que se entregó 

anteriormente se agote y, al momento de efectuar la entrega del medicamento, 

también debe programarse y fijarse la fecha cierta de la siguiente entrega. Sobre 

el cumplimiento de esta orden, las EPS, las IPS y los gestores farmacéuticos, 
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individual o integradamente, deberán ENVIAR un informe a la Defensoría del 

Pueblo, tan pronto se ejecute y dentro de los primeros cinco días de cada mes y 

mientras esta medida provisional se encuentre vigente, en el que acrediten la 

entrega material del medicamento y haber informado la fecha cierta de su 

próxima entrega a la parte accionante. El cumplimiento de esta orden deberá 

efectuarse de manera coordinada entre la EPS, la IPS y el gestor farmacéutico 

correspondiente, sin dejar de advertir que la garantía de la entrega del 

medicamento es responsabilidad de la EPS.  

 
Tabla 3. Destinatarios de la orden segunda 

Expediente 

EPS, IPS o 

gestor farmacéutico 

(Destinatario de la orden) 

 Expediente 

EPS, IPS o 

gestor farmacéutico 

(Destinatario de la orden) 

(3) T-10.773.946 Nueva EPS, Colsubsidio, 

Fundación Diversidad y 
Fundación Médica de Rionegro 

 (14) T-10.787.409 Compensar EPS y 

Audifarma  

(4) T-10.773.996 Savia Salud EPS-S  (16) T-10.796.578 Nueva EPS y Discolmets    

(5) T-10.774.002 Savia Salud EPS-S  (17) T- 10.796.598 Nueva EPS 

(9) T-10.785.672 Nueva EPS y Farmacia COHAN  (19) T-10.800.758 Nueva EPS y Cafam 

(12) T-10.791.762 Sanitas EPS y Audifarma   (20) T-10.800.834 Nueva EPS 

 

TERCERO. ORDENAR a las EPS, IPS y gestores farmacéuticos relacionados 

en la Tabla 4 que se encuentra a continuación  que, en el evento de que el médico 

tratante prescriba nuevamente el suministro del medicamento, ENTREGUEN 

el (los) medicamento (s) a la parte accionante conforme a la prescripción médica 

que corresponda, máximo setenta y dos (72) horas antes de que la formulación 

que se entregó anteriormente se agote, y, al momento de efectuar la entrega del 

medicamento, también debe programarse y fijarse la fecha cierta de la siguiente 

entrega. Sobre el cumplimiento de esta orden, las EPS, las IPS y los gestores 

farmacéuticos, individual o integradamente, deberán ENVIAR un informe a la 

Defensoría del Pueblo, tan pronto se ejecute y dentro los primeros cinco días de 

cada mes y mientras esta medida provisional se encuentre vigente, en el que 

acrediten la entrega material del medicamento y haber informado la fecha cierta 

de su próxima entrega a la parte accionante. El cumplimiento de esta orden 

deberá efectuarse de manera coordinada entre la EPS, la IPS y el gestor 

farmacéutico correspondiente, sin dejar de advertir que la garantía de la entrega 

del medicamento es responsabilidad de la EPS.  

 
Tabla 4. Destinatarios de la orden tercera 

Expediente 

EPS, IPS o 

gestor farmacéutico 

(Destinatario de la orden) 

 Expediente 

EPS, IPS o 

gestor farmacéutico 

(Destinatario de la orden) 

(7) T-10.781.215 EPS Sura, Instituto 

Roosevelt y Farmacia 

Neuromédica 

 (22) T-10.803.921 Savia Salud EPS-S 

(10) T-10.785.910 Nueva EPS y COHAN  (25) T-10.811.379 Sanitas EPS, Genhospi S.A.S., 

Droguería Santa Anita de San 

Pablo (Nariño) 

(18) T-10.800.631 Nueva EPS, Cafam y 

Bienestar IPS 

 (26) T-10.811.650 Nueva EPS y Caja Colombiana 

de Subsidio Familiar – 

Colsubsidio 

(21) T-10.803.623 Sura EPS y Centro de 

Excelencia Santa Helena 

IPS 

 (28) T-10.814.534 MEDI Sinú IPS, MUTUAL SER 

EPS y Distribuciones Pharmaser 

Ltda. 

 

CUARTO. En relación con el expediente (8) T-10.781.400, ORDENAR a la 

Nueva EPS que ENTREGUE el (los) medicamento (s) a la parte accionante 
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según lo requiera para el tratamiento del diagnóstico de “artritis reumatoide 

seronegativa y esponcilopatía no especificada”. Así, en el evento de que Nueva 

EPS o EMSSANAR no hayan entregado el medicamento, (a) si la actora cuenta 

con orden médica vigente respecto de algún medicamento, la Nueva EPS deberá 

suministrarlo, en el término máximo de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes 

a la notificación de esta providencia; y (b) en caso de que no se halle orden 

médica vigente a favor de la tutelante para su tratamiento, la Nueva EPS deberá 

valorarla para determinar el tratamiento a seguir o los fármacos a suministrar 

en el término de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de 

esta providencia. De ser el caso, una vez emitida la prescripción, la Nueva EPS 

entregará el (los) medicamento(s) de que se trate en el término máximo de las 

cuarenta y ocho (48) horas siguientes. Sobre el cumplimiento de esta orden, la 

EPS deberá ENVIAR un informe a la Defensoría del Pueblo, tan pronto se 

ejecute y dentro de los primeros cinco días de cada mes y mientras esta medida 

provisional se encuentre vigente, en el que se indique: (i) si corresponde la 

entrega de algún medicamento, (ii) de qué medicamento se trata, (iii) la fecha 

de entrega del medicamento y, (iv) si corresponde, la fecha cierta de su próxima 

entrega a la parte accionante. 

 

QUINTO. ADVERTIR a los destinatarios de las órdenes primera a cuarta de 

la parte resolutiva de esta providencia que durante la ejecución de las medidas 

provisionales adoptadas y en aquellos eventos en los que el Invima alerte el 

desabastecimiento de alguno de los medicamentos prescritos en cada uno de los 

expedientes acumulados, la EPS correspondiente deberá asegurar la valoración 

médica inmediata de la parte accionante, para identificar las bioequivalencias 

necesarias para evitar la interrupción del tratamiento. Esta valoración debe 

efectuarse mínimo cinco (5) días antes de que la formulación que se entregó 

anteriormente se agote. Además, el medicamento sustituto deberá entregarse 

dentro de máximo las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la prescripción. 
 

SEXTO. ORDENAR a la Procuraduría General de la Nación que verifique el 

cumplimiento de las órdenes del presente auto por parte de las EPS, IPS y 

gestoras farmacéuticas concernidas y que rinda informe sobre su cumplimiento 

a esta Sala de Revisión, en forma mensual, dentro de los primeros diez (10) días 

de cada mes.  
 

SÉPTIMO. ORDENAR a la Defensoría del Pueblo que, en cumplimiento de 

su labor de promoción, protección y garantía de los derechos humanos, 

acompañe a los accionantes durante el trámite de revisión y refiera a esta Sala 

de Revisión cualquier incumplimiento o evolución de los hechos de cada caso 

concreto, y presente ante esta Sala el correspondiente informe de cumplimiento 

en forma mensual, dentro de los primeros diez (10) días de cada mes. Para ello 

deberá establecer contacto directo y permanente con los accionantes, o con 

quienes los representen o agencien.  
 

OCTAVO. ORDENAR a la Superintendencia Nacional de Salud que, en el 

marco de sus funciones de inspección, vigilancia y control, supervise de manera 

urgente el cumplimiento de las órdenes contenidas en esta providencia, en lo 

relacionado con la entrega de medicamentos. Asimismo, deberá habilitar 

canales de seguimiento que garanticen la efectiva ejecución de dichas órdenes, 
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con el fin de asegurar que los accionantes reciban los medicamentos prescritos 

por sus médicos tratantes, mientras se profiere una decisión definitiva. Dentro 

de los primeros diez (10) días de cada mes, deberá presentar a esta Sala de 

Revisión el correspondiente informe de cumplimiento. 
 

NOVENO. Por medio de la Secretaría General de la Corte Constitucional, 

REITERAR los requerimientos de información y material probatorio hechos a 

los accionantes61 dentro del presente trámite de revisión, para que, dentro de los 

cinco (5) días siguientes a la notificación de esta providencia y en caso de no 

haberlo hecho, se sirvan dar cumplimiento pleno a lo ordenado en los autos del 

17 de marzo y 3 de abril de 2025. 

 

DÉCIMO. Por medio de la Secretaría General de la Corte Constitucional, 

CONMINAR bajo APREMIO a los accionados, vinculados y demás 

intervinientes62 dentro del presente trámite de revisión, para que, dentro de los 

cinco (5) días siguientes a la notificación de esta providencia y en caso de no 

haberlo hecho, se sirvan dar cumplimiento pleno a lo ordenado en los autos del 

17 de marzo y 3 de abril de 2025. 

 

UNDÉCIMO. ADVERTIR a los intervinientes dentro del presente trámite, 

referidos en los ordinales noveno y décimo de esta providencia, acerca de la 

naturaleza de los requerimientos probatorios realizados por esta Corporación en 

el marco de los procesos de tutela, así como de los poderes correccionales con 

los que cuenta el juez de tutela, de conformidad con los artículos 19 del Decreto 

2591 de 1991, 50 del Decreto 2067 de 1991 y 60A de la Ley 270 de 1996. 

 

DUODÉCIMO. Por medio de la Secretaría General de la Corte Constitucional, 

REITERAR la invitación efectuada en el ordinal sexto de la parte resolutiva 

del Auto del 17 de marzo de 202563, para que, dentro de los cinco (5) días 

siguientes a la notificación de esta providencia, resuelvan el cuestionario 

planteado. 
 

                                                 
61 En concreto, se trata de la parte accionante en los expedientes (2) T-10.771.082, (3) T-10.773.946, (4) T-

10.773.996, (5) T-10.774.002, (6) T-10.781.205, (8) T-10.781.400, (9) T-10.785.672, (10) T-10.785.910, (11) 

T-10.787.792, (12) T-10.791.762, (13) T-10.790.526, (15) T-10.796.422, (16) T-10.796.578, (17) T- 

10.796.598, (19) T-10.800.758, (20) T-10.800.834, (21) T-10.803.623, (22) T-10.803.921, (23) T- 10.810.117, 

(24) T-10.810.192, (25) T-10.811.379, (26) T-10.811.650, (27) T-10.811.732, (28) T-10.814.534 y (29) T- 

10.820.873. 
62 En concreto, la Superintendencia Nacional de Salud, la Comisión Nacional de Precios de Medicamentos y 

Dispositivos Médicos, la Nueva EPS, la Asociación Mutual Ser -Empresa Solidaria de Salud EPS, Sanitas EPS, 

Savia Salud EPS-S, Sura EPS, Emsanar EPS, Cafam IPS, Colsubsidio IPS, Fundación Diversidad, Farmacia 

Audifarma, Farmacia Genhospi, MEDI Sinú IPS, Asisfarma, Instituto Roosevelt, Farmacia Neuromédica, 

Medisfarma IPS, Asociación de laboratorios Farmacéuticos de Investigación y Desarrollo -Afidro, Asociación 

de Industrias Farmacéuticas Colombianas -Asinfar, Colegio Nacional de Químicos Farmacéuticos de Colombia, 

Juzgado 006 Civil Municipal de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Bogotá, Juzgado 004 Penal 

Municipal de Medellín con función de control de garantías, Juzgado Promiscuo de Familia del Circuito de 

Silvia, Sala Civil del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá, Juzgado 002 Civil del Circuito de Bello, 

Juzgado 001 Promiscuo Municipal de Guayatá, Sala Segunda de Oralidad del Tribunal Administrativo de 

Antioquia, Juzgado 001 Civil del Circuito de Manizales, Juzgado 002 Promiscuo Municipal de Andes – 

Antioquia, Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Manizales, Juzgado 057 Penal Municipal con Función 

de Control de Garantías de Bogotá, Juzgado 017 Civil Municipal de Bogotá, Juzgado 008 Civil Municipal de 

Bogotá, y Juzgado 069 de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Bogotá.  
63 En particular a las siguientes entidades: Instituto Nacional de Cancerología, Asociación Colombia Saludable, 

Federación Médica Colombiana, Facultades de medicina y economía de la universidad Nacional de Colombia, 

Javeriana, Externado, Rosario y de los Andes. 
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DECIMOTERCERO. A través de la Secretaría General de la Corte 

Constitucional, REMITIR el presente auto a la Sala Especial de Seguimiento 

a la Sentencia T-760 de 2008, para su conocimiento y demás fines pertinentes 

y DISPONER que el despacho sustanciador adopte las medidas probatorias y 

de coordinación necesarias con esa instancia judicial.   

 

DECIMOCUARTO. SUSPENDER los términos para fallar este proceso de 

revisión por tres (3) meses, contados a partir de la fecha del presente auto, para 

lo cual se ordena a la Secretaría General de la Corte Constitucional adoptar las 

anotaciones y medidas del caso. 
 

DECIMOQUINTO. ORDENAR a la Secretaría General de la Corte 

Constitucional el manejo separado de los 30 expedientes acumulados de la 

referencia, con el fin de resguardar el derecho a la intimidad de los accionantes 

y la reserva de sus historias clínicas.  

 

DECIMOSEXTO. ADVERTIR a la Secretaría General de esta Corporación, 

así como a las partes y personas oficiadas que la información del presente asunto 

de tutela es reservada, en vista de que alude a la historia clínica de quienes 

accionan. En consecuencia, todos los involucrados deben asegurar la reserva de 

la información y se abstendrán de reproducir, publicar o difundir por cualquier 

medio, oral, escrito, físico o digital esta providencia, su contenido y cualquier 

elemento asociado a este proceso. Al interior de las entidades públicas o 

privadas concernidas, se precisará que el contenido de este asunto es reservado 

y las comunicaciones y gestiones internas, convocarán únicamente a los 

funcionarios necesarios e impedirán la identificación de los actores por 

cualquier medio. 

 

Notifíquese, comuníquese y cúmplase, 

JUAN CARLOS CORTÉS GONZÁLEZ
Magistrado

DIANA FAJARDO RIVERA
Magistrada

VLADIMIR FERNÁNDEZ ANDRADE
Magistrado



ANDREA LILIANA ROMERO LOPEZ
Secretaria General
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